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I.  Antecedentes 

En el 90o período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano celebrado en 
Rio de Janeiro en marzo de 2017, conforme a la atribución que le confiere el artículo 12-C de sus 
Estatutos, el Comité decidió, por iniciativa propia, emprender el estudio de la situación que se 
presenta al interior de los Estados en relación con el tema “Aplicación de sentencias y laudos 
extranjeros”, con el fin de determinar cuáles son los mecanismos procesales internos establecidos 
para la eficacia de las decisiones judiciales proferidas en otro Estado, comprendiéndose las de 
tribunales arbitrales. 

En esta oportunidad se presenta el informe preliminar que incluye la regulación normativa 
en el ámbito de la ONU, en el ámbito europeo, las normas internacionales en el ámbito Americano 
y una recopilación normativa de algunos Estados suscriptores de la Convención  Interamericana 
sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros. 
 
II.  Introducción 

Este trabajo busca determinar los requisitos que se exigen al interior de los Estados, al 
interesado en que una sentencia extranjera produzca efectos. El problema jurídico que se plantea 
para determinar el cumplimiento de una sentencia extranjera, es si ésta tiene valor y eficacia de 
decisión judicial en el país en el cual se pretende su cumplimiento y si resulta vinculante a la parte 
contra la cual se aduce su cumplimiento y ejecución, en respuesta de lo cual, prima facie, se puede 
afirmar que la previsión expresa en tratados y acuerdos internacionales del reconocimiento a los 
Estados de establecer un procedimiento interno para el efecto, llevan a acudir al mismo, rodeado 
de más o menos formalidades, sin que exista uniformidad en ese aspecto. 

En este sentido, la eficacia de una sentencia extranjera, esto es, su validez, ejecutoriedad y 
efecto de cosa juzgada, con el fin de que surta efectos obligatorios y pueda ser ejecutada en el 
territorio de otro estado, debe ser analizada en el contexto del derecho internacional y de las 
normas internas que establecen los procedimientos para lograr su eficacia.  

Busca este informe presentar a consideración del Comité el estado de la cuestión, para 
determinar si es satisfactorio el manejo que se da al tema o si sería deseable introducir cambios en 
la normativa internacional vigente, que facilite el reconocimiento y ejecución de sentencias y 
laudos arbitrales extranjeros.  
III.  La normativa internacional 

En el ámbito de la ONU  
La Convención sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las Sentencias Arbitrales 

Extranjeras, de 1958, aplicable a las sentencias dictadas por los árbitros nombrados para casos 
determinados, y las sentencias dictadas por los órganos arbitrales permanentes a los que las partes 
se hayan sometido (Artículo I.2), dispone en el Artículo III: 

Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá la autoridad de la sentencia arbitral y 
concederá su ejecución de conformidad con las normas de procedimiento vigentes en el territorio 
donde la sentencia sea invocada, con arreglo a las condiciones que se establecen en los artículos 
siguientes. Para el reconocimiento o la ejecución de las sentencias arbitrales a que se aplica la 
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presente Convención, no se impondrán condiciones apreciablemente más rigurosas, … que los 
aplicables al reconocimiento o a la ejecución de las sentencias arbitrales nacionales. 

El Artículo IV a su vez, determina los requisitos para obtener el reconocimiento y 
ejecución: 

1. Para obtener el reconocimiento y la ejecución previstos en el artículo anterior, la 
parte que pida el reconocimiento y la ejecución deberá presentar, junto con la 
demanda: 
a) El original debidamente autenticado de la sentencia o una copia de ese original 

que reúna las condiciones requeridas para su autenticidad; 
b) El original del acuerdo a que se refiere el artículo II, o una copia que reúna las 

condiciones requeridas para su autenticidad. 
2. Si esa sentencia o ese acuerdo no estuvieran en un idioma oficial del país en que se 

invoca la sentencia, la parte que pida el reconocimiento y la ejecución de esta 
última deberá presentar una traducción a ese idioma de dichos documentos. La 
traducción deberá ser certificada por un traductor oficial o un traductor jurado, o 
por un agente diplomático o consular. 

En el ámbito Europeo  
El Reglamento (UE) No. 1215/12 de 12 de diciembre de 2012, “relativo a la competencia 

judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil”, 
del Parlamento Europeo y del Consejo1, suprimió el exequátur como mecanismo para la eficacia 
de las decisiones judiciales extranjeras, con excepción de aquéllas relacionadas con materias fiscal, 
aduanera, administrativa, o de responsabilidad del Estado por acciones u omisiones en el ejercicio 
de su autoridad y los temas relacionados con el estado y la capacidad de las personas físicas, los 
regímenes matrimoniales o los que regulen las relaciones con efectos comparables al matrimonio 
según la ley aplicable; la quiebra, los convenios entre quebrado y acreedores, y demás 
procedimientos análogos; la seguridad social; el arbitraje; las obligaciones derivadas de relaciones 
de familia, de parentesco, de matrimonio o de afinidad; los testamento y sucesiones, incluidas las 
obligaciones de alimentos por causa de muerte.  

Para lograr el “objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, de seguridad y 
de justicia, entre otros medios facilitando el acceso a la justicia, en particular gracias al principio 
de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y extrajudiciales en material civil…”, la 
Unión frente a “ciertas diferencias en las normas nacionales sobre competencia judicial y 
reconocimiento de las resoluciones judiciales que hacen más difícil el buen funcionamiento del 
mercado interior…”2, optó en materia civil y mercantil, por la eliminación del exequátur, en tanto 
dispuso: 

Artículo 36 
1. Las resoluciones dictadas en un Estado Miembro serán reconocidas en los demás 

Estados Miembros sin necesidad de procedimiento alguno. 
2. Cualquier parte interesada podrá solicitar, de conformidad con el procedimiento 

previsto en la subsección 2 de la sección 3, que se dicte una resolución en la que se 
declare que no concurren los motivos de denegación del reconocimiento que se recogen 
en el artículo 45. 

3. Si la denegación del reconocimiento se invoca como cuestión incidental de la que 
depende la conclusión de un procedimiento ante un órgano jurisdiccional de un Estado 
Miembro, dicho órgano jurisdiccional será competente para conocer de tal cuestión.  

Artículo 37 

                                                      
1 Que no se aplica al arbitraje. 
2 De los considerandos 3 y ss del Reglamento UE No. 1215/2012. 
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1. La parte que desee invocar en un Estado Miembro una resolución dictada en otro 
Estado Miembro deberá presentar: 
a) una copia de la resolución, que reúna los requisitos necesarios para ser considerada 

auténtica, y 
b) el certificado expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 53. 

2. El órgano jurisdiccional o la autoridad ante la cual se invoque una resolución dictada 
en otro Estado Miembro podrá, en caso necesario, pedir a la parte que la haya 
invocado que presente, de conformidad con el artículo 57, una traducción o una 
transcripción del contenido del certificado mencionado en el apartado 1, letra b), del 
presente artículo. El órgano jurisdiccional o la autoridad podrá exigir una traducción 
de la resolución en lugar de la traducción del contenido del certificado sin puede 
continuar sus diligencias sin ella.  

Artículo 38 
El órgano jurisdiccional o la autoridad ante el que se invoque una resolución dictada en 

otro Estado Miembro podrá suspender el procedimiento, en todo o en parte si: 
a) se impugna la resolución en el Estado Miembro de origen, o 
b) se solicita una resolución en la que se declare que no existen motivos para denegar el 

reconocimiento con arreglo al artículo 45, o una resolución declarativa de que debe 
denegarse el reconocimiento por alguno de tales motivos. 

Artículo 39 
Las resoluciones dictadas en un Estado Miembro que tengan fuerza ejecutiva en él gozarán 

también de esta en los demás Estados Miembros sin necesidad de una declaración de fuerza 
ejecutiva… 

En el ámbito Americano 
1. La Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional suscrita en 

Panamá el 30 de enero de 1975. 
Suscrita y ratificada por 19 Estados integrantes de la OEA3, a partir del artículo 4 esta 

Convención dispone sobre la ejecución o reconocimiento de laudos arbitrales:  
Artículo 4 Las sentencias o laudos arbitrales no impugnables según la ley o reglas 

procesales aplicables, tendrá fuerza de sentencia judicial ejecutoriada. Su ejecución o 
reconocimiento podrá exigirse en la misma forma que la de las sentencias dictadas por tribunales 
ordinarios nacionales o extranjeros, según las leyes procesales del país donde se ejecuten, y lo 
que establezcan al respecto los tratados internacionales. 

Artículo 5.  
Solo se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a solicitud de la 

parte contra la cual es invocada, si ésta prueba ante la autoridad competente del Estado en que se 
pide el reconocimiento y la ejecución: 

a. Que las partes en el acuerdo estaban sujetas a alguna incapacidad en virtud de la ley 
que les es aplicable o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las 
partes lo han sometido, o si nada se hubiere indicado a este respecto, en virtud de la ley 
del Estado en que se haya dictado la sentencia; o 

b. Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no haya sido debidamente 
notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de arbitraje o no haya 
podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de defensa; o 

                                                      
3 Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Uruguay y Venezuela. 
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c. Que la sentencia se refiera a una diferencia no prevista en el acuerdo de las partes de 
sometimiento al procedimiento arbitral; no obstante, si las disposiciones de la 
sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje, se podrá dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras; o 

d. Que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se hayan 
ajustado al acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que la 
constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se hayan ajustado a la 
ley del Estado donde se haya efectuado el arbitraje; o 

e. Que la sentencia no sea aún obligatoria para las partes o haya sido anulada o 
suspendida por una autoridad competente del Estado en que, o conforme a cuya ley, 
haya sido dictada esa sentencia. 

2. También se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una sentencia arbitral si 
la autoridad competente del Estado en que se pide el reconocimiento y la ejecución comprueba: 

a. que, según la ley de este Estado, el objeto de la diferencia no es susceptible de solución 
por vía de arbitraje; o 

b. Que le reconocimiento o la ejecución de la sentencia sean contrarios al orden público 
del mismo Estado.  

3. La “Convención de Montevideo” de 8 de mayo de 1979 
El 5 de agosto de 1979, en la ciudad de Montevideo, Uruguay, se suscribió la Convención 

Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, 
como un instrumento de cooperación judicial, para efectos de asegurar la eficacia extraterritorial 
de las sentencias y laudos arbitrales dictados en sus respectivas jurisdicciones territoriales. 

Como países signatarios se encuentran: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana, Uruguay y Venezuela. No obstante, la citada convención determinó que 
estaba sujeta a ratificación y a que los documentos de ratificación fueran depositados en la 
Secretaría General de la OEA. Sólo Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, México, 
Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela cumplieron con este mandato.4 

Se acordó que esa convención se aplicaría a las sentencias judiciales y laudos arbitrales 
dictados en procesos civiles, comerciales o laborales dictados en uno de los Estados Partes.  

Como requisitos que deben reunir las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones 
jurisdiccionales exige los siguientes: 

a. Que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para que sean 
considerados auténticos en el Estado de donde proceden; 

b. Que la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional y los documentos anexos que fueren 
necesarios según la presente Convención, estén debidamente traducidos al idioma 
oficial del Estado donde deban surtir efecto; 

c. Que se presenten debidamente legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde 
deban surtir efecto; 

d. Que el juez o tribunal sentenciador tenga competencia en la esfera internacional para 
conocer y juzgar del asunto de acuerdo con la ley del Estado donde deban surtir efecto; 

e. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal de modo 
sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del Estado donde la sentencia, 
laudo y resolución jurisdiccional deban surtir efecto; 

f. Que se haya asegurado la defensa de las partes; 

                                                      
4 http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/b-41.html 
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g. Que tengan el carácter de ejecutoriados o, en su caso, fuerza de cosa juzgada en el 
Estado en que fueron dictados; 

h. Que no contraríen manifiestamente los principios y las leyes de orden público del Estado 
en que se pida el reconocimiento o la ejecución. 

Así mismo, incluye el listado de los documentos que se requieren para que se pueda llevar a 
cabo la comprobación para solicitar el reconocimiento de estas decisiones judiciales y arbitrales, 
en los siguientes términos: 

a. Copia autentica de la sentencia o del laudo y resolución jurisdiccional. 
b. Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado cumplimiento a 

los incisos e) y f) del artículo anterior. 
c. Copia auténtica del auto que declare que la sentencia o el laudo tiene el carácter de 

ejecutoriado o fuerza de cosa juzgada. 
En cuanto al procedimiento y la competencia de los órganos judiciales, se dejó a la ley de 

cada Estado en el que se solicite el cumplimiento, la regulación con miras a asegurar la eficacia de 
las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales. 
IV.  La regulación interna en los países vinculados por la Convención de Montevideo. 

Cada país signatario cuenta con una reglamentación en materia de Exequátur 
En Argentina el exequátur se encuentra regulado en el Código Procesal Civil y Comercial 

de la Nación, en Libro Tercero -Procesos de Ejecución-, Título I -Ejecución de Sentencias-, 
Capítulo II -Sentencias de Tribunales Extranjeros. Laudos de Tribunales Arbitrales Extranjeros-, 
en los siguientes términos: 

Art. 517. Las sentencias de tribunales extranjeros tendrán fuerza ejecutoria en los términos 
de los tratados celebrados con el país de que provengan. 

Cuando no hubiese tratados, serán ejecutables si concurriesen los siguientes requisitos: 
1) Que la sentencia, con autoridad de cosa juzgada en el Estado en que se ha pronunciado, 

emane de tribunal competente según las normas argentinas de jurisdicción internacional y sea 
consecuencia del ejercicio de una acción personal o de una acción real sobre un bien mueble, si 
éste ha sido trasladado a la República durante o después del juicio tramitado en el extranjero. 

2) Que la parte demandada contra la que se pretende ejecutar la sentencia hubiese sido 
personalmente citada y se haya garantizado su defensa. 

3) Que la sentencia reúna los requisitos necesarios para ser considerada como tal en el 
lugar en que hubiere sido dictada y las condiciones de autenticidad exigidas por la ley nacional. 

4) Que la sentencia no afecte los principios de orden público del derecho argentino. 

5) Que la sentencia no sea incompatible con otra pronunciada, con anterioridad o 
simultáneamente, por UN (1) tribunal argentino. 

COMPETENCIA. RECAUDOS. SUSTANCIACIÓN 
Art. 518. La ejecución de la sentencia dictada por UN (1) tribunal extranjero se pedirá 

ante el juez de primera instancia que corresponda, acompañando su testimonio legalizado y 
traducido y de las actuaciones que acrediten que ha quedado ejecutoriada y que se han cumplido 
los demás requisitos, si no resultaren de la sentencia misma. 

Para el trámite del exequátur se aplicarán las normas de los incidentes. 
Si se dispusiere la ejecución, se procederá en la forma establecida para las sentencias 

pronunciadas por tribunales argentinos. 
EFICACIA DE SENTENCIA EXTRANJERA 
Art. 519.  Cuando en juicio se invocare la autoridad de una sentencia extranjera, ésta sólo 

tendrá eficacia si reúne los requisitos del artículo 517. 
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LAUDOS DE TRIBUNALES ARBITRALES EXTRANJEROS 
Art. 519 BIS.  Los laudos pronunciados por tribunales arbitrales extranjeros podrán ser 

ejecutados por el procedimiento establecido en los artículos anteriores, siempre que: 
1) Se cumplieren los recaudos del artículo 517, en lo pertinente y, en su caso, la prórroga 

de jurisdicción hubiese sido admisible en los términos del artículo 1. 
2) Las cuestiones que hayan constituido el objeto del compromiso no se encuentren 

excluidas del arbitraje conforme a lo establecido por el artículo 737."5 
En Bolivia el procedimiento se encuentra reglamentado en el Código Procesal Civil, en el 

Título VIII -Cooperación Judicial Internacional, Capítulo Cuarto -Ejecución de Sentencias 
dictadas en el Extranjero, así:   

ARTICULO 502. (EFECTOS). Las sentencias y otras resoluciones judiciales dictadas en el 
extranjero tendrán en el Estado Plurinacional de Bolivia, efectos imperativos, probatorios y 
fuerza ejecutoria, con arreglo a lo que establezcan los tratados o convenios existentes y las 
disposiciones del presente Capítulo.  

ARTÍCULO 503. (RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN). I. Las sentencias extranjeras, 
para su ejecución y cumplimiento, deberán ser reconocidas y ejecutadas en el Estado 
Plurinacional, si correspondiere, sin que proceda la revisión del objeto sobre el cual hubieren 
recaído. II. El reconocimiento es el acto o sucesión de actos procesales que tiene por objeto 
establecer si la sentencia extranjera reúne los requisitos indispensables de fondo y forma 
señalados en el presente Capítulo. III. La ejecución es el acto o sucesión de actos procesales que 
tiene por objeto el cumplimiento de las sentencias dictadas en el extranjero.  

ARTICULO 504. (PRINCIPIO DE RECIPROCIDAD). I. Si no existiere tratado o convenio 
internacional suscrito con el país donde se dictó la sentencia cuya ejecución y cumplimiento se 
pretende, en vía de reciprocidad, se dará a ella la misma fuerza que se reconoce a las sentencias 
pronunciadas en el Estado Plurinacional de Bolivia. II. Si la sentencia hubiere sido dictada en un 
país donde no se ejecuten los fallos de autoridades judiciales bolivianas, tampoco podrá serlo en 
el Estado Plurinacional.  

ARTÍCULO 505. (REQUISITOS DE VALIDEZ). I. Las sentencias extranjeras tendrán 
eficacia en el Estado Plurinacional, siempre que: 1. Se cumplan las formalidades extrínsecas para 
ser consideradas auténticas en el país de origen. 2. La sentencia y documentación anexa se 
encuentren debidamente legalizadas conforme a la legislación boliviana, excepto que ella fuere 
remitida por vía diplomática o consular o por intermedio de las autoridades administrativas 
competentes. 3. Se encuentren debidamente traducidas si fueren dictadas en idioma distinto al 
castellano. 4. La autoridad judicial que expidió la sentencia, tenga jurisdicción en la esfera 
internacional para asumir conocimiento de la causa, de acuerdo con las normas de su propio 
derecho, excepto que la materia fuere de jurisdicción exclusiva de autoridades judiciales 
bolivianas. 5. La parte demandada hubiere sido legalmente citada o emplazada de acuerdo con el 
derecho del tribunal sentenciador extranjero. 6. Se hubieren respetado los principios del debido 
proceso. 7. La sentencia tenga la calidad de cosa juzgada conforme al ordenamiento jurídico del 
país de origen. 8. La sentencia no sea contraria al orden público internacional. II. Para solicitar 
el reconocimiento y cumplimiento de una sentencia extranjera, se acompañarán los siguientes 
documentos: 1. Copia legalizada o autenticada de la sentencia. 2. Copias legalizadas o 
autenticadas de las piezas necesarias del proceso que acrediten el cumplimiento de los numerales 
5 y 6 del parágrafo anterior. 3. Certificación franqueada por autoridad competente que acredite 
la ejecutoria de la sentencia.  

ARTÍCULO 506. (EJECUCIÓN). I. Sólo serán susceptibles de ejecución las sentencias 
extranjeras de condena al cumplimiento de obligaciones. II. Cuando únicamente se trate de hacer 
valer los efectos imperativos o probatorios de una sentencia extranjera, deberá acompañarse la 
documentación prevista en el Parágrafo II del Artículo anterior. III. El tribunal ante quien se 

                                                      
5 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/15000-19999/16547/texact.htm#10 
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pretendiere hacer valer los efectos imperativos o probatorios de la sentencia extranjera, se 
pronunciará sobre el mérito de la misma en relación al efecto pretendido, previa comprobación de 
haberse observado los requisitos del parágrafo I del artículo anterior, sin que sea necesario 
seguir el procedimiento fijado en el Artículo siguiente.  

ARTÍCULO 507. (PROCEDIMIENTO). I. La sentencia extranjera que se pretenda ejecutar 
y los antecedentes documentales que la justifiquen se presentarán ante el Tribunal Supremo de 
Justicia. II. Presentada la solicitud, el Tribunal Supremo de Justicia dispondrá se cite a la parte 
contra quien se pide la ejecución, que podrá exponer lo que estime pertinente a su defensa dentro 
del plazo de diez días computables a partir de su citación. III. Con la contestación o sin ella, que 
se expedirá en plazo no mayor a quince días, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Plena, 
dictará resolución contra la que no corresponde recurso alguno. IV. Si se declarare haber lugar a 
la ejecución, se remitirá la sentencia a la autoridad judicial competente, teniéndose como tal a 
aquel a quien hubiere correspondido conocer del proceso en primera instancia, si se hubiere 
promovido en el Estado Plurinacional, a efecto de que imprima los trámites que correspondan a 
la ejecución de sentencias.  

ARTÍCULO 508. (DILIGENCIAS DE CITACIÓN Y EMPLAZAMIENTO). Para ejecutar las 
diligencias de citación y emplazamiento ordenadas por jueces o tribunales extranjeros, mediante 
exhorto suplicatorio o carta rogatoria, no será necesario el exequátur del Tribunal Supremo de 
Justicia, siendo suficiente la presentación del exhorto o carta debidamente legalizada ante la 
autoridad judicial del lugar donde deberá realizarse la diligencia.  

ARTÍCULO 509. (LAUDOS .ARBITRALES EXTRANJEROS). Las reglas contenidas en los 
artículos anteriores serán aplicables a los laudos dictados por tribunales arbitrales extranjeros, 
en todo lo que fuere pertinente."6  

En Ecuador el trámite se encuentra regulado en el Código Orgánico General de Procesos, 
Libro II, Título I, Capítulo VII, en los siguientes términos: 

Artículo 102.- Competencia. Para el reconocimiento y homologación de sentencias, laudos 
arbitrales y actas de mediación con efecto de sentencia en su legislación de origen, expedidos en 
el extranjero, corresponderá a la sala de la Corte Provincial especializada del domicilio de la o 
del requerido. La ejecución de sentencias, laudos arbitrales y actas de mediación expedidos en el 
extranjero, corresponderá a la o al juzgador de primer nivel del domicilio de la o del demandado 
competente en razón de la materia. Si la o el demandado no tiene su domicilio en el Ecuador, será 
competente la o el juzgador de primer nivel del lugar en el que se encuentren los bienes o donde 
deba surtir efecto la sentencia, laudo arbitral o acta de mediación.  

Artículo 103. Efectos. Las sentencias, laudos arbitrales y actas de mediación expedidos en 
el extranjero que hayan sido homologados y que hayan sido pronunciados en procesos 
contenciosos o no contenciosos tendrán en el Ecuador la fuerza que les concedan los tratados y 
convenios internacionales vigentes, sin que proceda su revisión sobre el asunto de fondo, objeto 
del proceso en que se dictaron. En materia de niñez y adolescencia, se estará a lo que dispone la 
ley de la materia y los instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador.  

Artículo 104. Homologación de sentencias, laudos arbitrales y actas de mediación 
expedidos en el extranjero. Para la homologación de sentencias, laudos arbitrales y actas de 
mediación expedidos en el extranjero, la sala competente de la Corte Provincial deberá verificar:  

1. Que tengan las formalidades externas necesarias para ser considerados auténticos en el 
Estado de origen. 

2. Que la sentencia pasó en autoridad de cosa juzgada conforme con las leyes del país en 
donde fue dictada y la documentación anexa necesaria está debidamente legalizada.  

3. Que de ser el caso, estén traducidos.  

                                                      
6 http://www.justicia.gob.bo/images/stories/pdf/codigo_procesal_civil.pdf. 
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4. Que se acredite con las piezas procesales y certificaciones pertinentes que la parte 
demandada fue legalmente notificada y que se haya asegurado la debida defensa de las partes.  

5. Que la solicitud indique el lugar de citación de la persona natural o jurídica contra 
quien se quiere hacer valer la resolución expedida en el extranjero.  

Para efectos del reconocimiento de las sentencias y laudos arbitrales en contra del Estado, 
por no tratarse de asuntos comerciales, deberá además demostrarse que no contrarían las 
disposiciones de la Constitución y la ley, y que estén arregladas a los tratados y convenios 
internacionales vigentes. A falta de tratados y convenios internacionales se cumplirán si constan 
en el exhorto respectivo o la ley nacional del país de origen reconoce su eficacia y validez.  

Artículo 105. Procedimiento para homologación. Para proceder a la homologación, la 
persona requirente presentará su solicitud ante la sala competente de la Corte Provincial, la que 
revisado el cumplimiento de este capítulo, dispondrá la citación del requerido en el lugar 
señalado para el efecto. Citada la persona contra quien se hará valer la sentencia, tendrá el 
término de cinco días para presentar y probar su oposición a la homologación.  

La o el juzgador resolverá en el término de treinta días contados desde la fecha en que se 
citó. Si se presenta oposición debidamente fundamentada y acreditada y la complejidad de la 
causa lo amerite, la Corte convocará a una audiencia, la cual se sustanciará y resolverá conforme 
con las reglas generales de este Código. La audiencia deberá ser convocada dentro del término 
máximo de veinte días contados desde que se presentó la oposición. La sala resolverá en la misma 
audiencia. De la sentencia de la sala de la Corte Provincial podrán interponerse únicamente los 
recursos horizontales. Resuelta la homologación se cumplirán las sentencias, laudos y actas de 
mediación venidos del extranjero, en la forma prevista en este Código sobre la ejecución.  

Artículo 106. Efectos probatorios de una sentencia, laudo arbitral o acta de mediación 
expedidos en el extranjero. La parte que dentro de un proceso, pretenda hacer valer los efectos 
probatorios de una sentencia, laudo arbitral o acta de mediación expedidos en el extranjero, 
previamente deberá homologarlos en la forma prevista en este Código."7 

En México, el Código Federal de Procedimientos Civiles regula la materia así: 

"ARTICULO 569. Las sentencias, los laudos arbitrales privados de carácter no comercial 
y demás resoluciones jurisdiccionales extranjeros tendrán eficacia y serán reconocidos en la 
República en todo lo que no sea contrario al orden público interno en los términos de este código 
y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones de los que México sea 
parte. 

Tratándose de sentencias, laudos o resoluciones jurisdiccionales que sólo vayan a 
utilizarse como prueba ante tribunales mexicanos, será suficiente que los mismos llenen los 
requisitos necesarios para ser considerados como auténticos. 

Los efectos que las sentencias, laudos arbitrales privados de carácter no comercial y 
resoluciones jurisdiccionales extranjeros produzcan en el territorio nacional, estarán regidos por 
lo dispuesto en el Código Civil, por este código y demás leyes aplicables. 

ARTÍCULO 570. Las sentencias, laudos arbitrales privados de carácter no comercial y 
resoluciones jurisdiccionales extranjeros se cumplirán coactivamente en la República, mediante 
homologación en los términos de este código y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los 
tratados y convenciones de los que México sea parte. 

ARTÍCULO 571. Las sentencias, laudos arbitrales privados de carácter no comercial y 
resoluciones jurisdiccionales dictados en el extranjero, podrán tener fuerza de ejecución si 
cumplen con las siguientes condiciones: 

I.  Que se hayan satisfecho las formalidades previstas en este Código en materia de 
exhortos provenientes del extranjero; 

                                                      
7http://www.funcionjudicial.gob.ec/pdf/CODIGO%20ORGANICO%20GENERAL%20DE%20PR
OCESOS.pdf 
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II. Que no hayan sido dictados como consecuencia del ejercicio de una acción real; 
III. Que el juez o tribunal sentenciador haya tenido competencia para conocer y juzgar el 

asunto de acuerdo con las reglas reconocidas en el derecho internacional que sean compatibles 
con las adoptadas por este Código. El Juez o tribunal sentenciador extranjero no tiene 
competencia cuando exista, en los actos jurídicos de que devenga la resolución que se pretenda 
ejecutar, una cláusula de sometimiento únicamente a la jurisdicción de tribunales mexicanos; 

IV. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en forma personal a efecto de 
asegurarle la garantía de audiencia y el ejercicio de sus defensas; 

V. Que tengan el carácter de cosa juzgada en el país en que fueron dictados, o que no 
exista recurso ordinario en su contra; 

VI. Que la acción que les dio origen no sea materia de juicio que esté pendiente entre las 
mismas partes ante tribunales mexicanos y en el cual hubiere prevenido el tribunal mexicano o 
cuando menos que el exhorto o carta rogatoria para emplazar hubieren sido tramitados y 
entregados a la Secretaría de Relaciones Exteriores o a las autoridades del Estado donde deba 
practicarse el emplazamiento. La misma regla se aplicará cuando se hubiera dictado sentencia 
definitiva; 

VII. Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido no sea contraria al 
orden público en México; y 

VIII. Que llenen los requisitos para ser considerados como auténticos. 
No obstante el cumplimiento de las anteriores condiciones, el tribunal podrá negar la 

ejecución si se probara que en el país de origen no se ejecutan sentencias o laudos extranjeros en 
casos análogos. 

ARTÍCULO 572. El exhorto del Juez o tribunal requirente deberá acompañarse de la 
siguiente documentación: 

I. Copia auténtica de la sentencia, laudo o resolución jurisdiccional; 
II. Copia auténtica de las constancias que acrediten que se cumplió con las condiciones 

previstas en las fracciones IV y V del artículo anterior; 
III. Las traducciones al idioma español que sean necesarias al efecto; y 
IV. Que el ejecutante haya señalado domicilio para oír notificaciones en el lugar del 

tribunal de la homologación. 
ARTICULO 573. Es tribunal competente para ejecutar una sentencia, laudo o resolución 

jurisdiccional proveniente del extranjero, el del domicilio del ejecutado, o en su defecto, el de la 
ubicación de sus bienes en la República. 

ARTICULO 574. El incidente de homologación de sentencia, laudo o resolución extranjera 
se abrirá con citación personal al ejecutante y al ejecutado, a quienes se concederá término 
individual de nueve días hábiles para exponer defensas y para ejercitar los derechos que les 
correspondieren; y en el caso de que ofrecieren pruebas que fueren pertinentes, se fijará fecha 
para recibir las que fueren admitidas, cuya preparación correrá exclusivamente a cargo del 
oferente salvo razón fundada. En todos los casos se dará intervención al Ministerio Público para 
que ejercite los derechos que le correspondiere. 

La resolución que se dicte será apelable en ambos efectos si se denegare la ejecución, y en 
el efecto devolutivo si se concediere. 

ARTICULO 575. Ni el Tribunal de primera instancia ni el de apelación podrán examinar 
ni decidir sobre la justicia o injusticia del fallo, ni sobre las motivaciones o fundamentos de hecho 
o de derecho en que se apoye, limitándose a examinar su autenticidad y si deba o no ejecutarse 
conforme a lo previsto en el derecho nacional. 
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ARTÍCULO 576. Todas las cuestiones relativas a embargo, secuestro, depositaría, avalúo, 
remate y demás relacionadas con la liquidación y ejecución coactiva de sentencia dictada por 
tribunal extranjero, serán resueltas por el tribunal de la homologación. 

La distribución de los fondos resultantes del remate quedará a disposición del juez 
sentenciador extranjero. 

ARTICULO 577. Si una sentencia, laudo o resolución jurisdiccional extranjera no pudiera 
tener eficacia en su totalidad, el tribunal podrá admitir su eficacia parcial a petición de parte 
interesada."8 

En Paraguay la regulación pertinente está contenida en la Ley 1337, Código Procesal Civil, 
en donde se consagra: 

Art.532. Procedencia. Las sentencias dictadas por los tribunales extranjeros tendrán 
fuerza ejecutoria en los términos de los tratados celebrados con el país de que provengan.  

Cuando no hubiere tratados, serán ejecutables si concurren los siguientes requisitos:  
a) que la sentencia, con autoridad de cosa juzgada en el Estado en que fue pronunciada, 

emane de tribunal competente en el orden internacional y sea consecuencia del ejercicio 
de una acción personal, o de una acción real sobre un bien mueble, si éste ha sido 
trasladado a la República durante o después del juicio tramitado en el extranjero;  

b) que no se halle pendiente ante un tribunal paraguayo una litis por el mismo objeto y 
entre las mismas partes;  

c) que la parte condenada, domiciliada en la República, hubiere sido legalmente citada y 
representada en el juicio, o declarada rebelde conforme a la ley del país donde se 
sustanció el proceso;  

d) que la obligación que hubiere constituido el objeto del juicio sea válida según nuestras 
leyes;  

e) que la sentencia no contenga disposiciones contrarias al orden público interno;  
f) que la sentencia reúna los requisitos necesarios para ser considerada como tal en el 

lugar en que hubiere sido dictada, y las condiciones de autenticidad exigidas por la ley 
nacional; y g) que la sentencia no sea incompatible con otra pronunciada con 
anterioridad o simultáneamente, por un tribunal paraguayo.  

Art.533. Competencia. Recaudos. Sustanciación. La ejecución de la sentencia dictada por 
un tribunal extranjero se pedirá ante el juez de primera instancia de turno que corresponda, 
acompañando su testimonio legalizado y traducido, así como los testimonios de las actuaciones 
que acrediten que ha quedado ejecutoriada y que se han cumplido los demás requisitos, si no 
resultaren de la sentencia misma.  

Art.534. Exequátur. Antes de resolver, el juez correrá traslado a la persona condenada en 
el fallo, por el plazo de seis días, debiendo notificárseles por cédula; y al Ministerio Fiscal, por 
igual plazo.  

En caso de oposición, se aplicarán las normas de los incidentes.  
Si se dispusiere la ejecución solicitada, ésta se tramitará conforme a las disposiciones del 

Capítulo I, de este Título.  
Art.535. Eficacia de la sentencia extranjera. Cuando en juicio se invocare la autoridad de 

una sentencia extranjera, ésta sólo tendrá eficacia si reúne los requisitos del artículo 532.  
Art.536. Laudos arbitrales. Los laudos arbitrales pronunciados por tribunales extranjeros 

tendrán fuerza ejecutoria y eficacia en la República, en los términos de los tratados celebrados 
con el Estado de que provengan. A falta de tratados, las tendrán si en el Estado de que provienen 

                                                      
8 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/6.pdf 
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tiene la misma autoridad que las sentencias de tribunales judiciales, en cuyo caso serán aplicables 
las disposiciones de este capítulo.  

En el Código Civil del Perú se reglamenta el reconocimiento y ejecución de sentencias y 
fallos arbitrales, así: 

Principio de Reciprocidad Artículo 2102º. Las sentencias pronunciadas por tribunales 
extranjeros tienen en la República la fuerza que les conceden los tratados respectivos. Si no hay 
tratado con el país en el que se pronunció la sentencia, tiene ésta la misma fuerza que en aquel 
país se da a las sentencias pronunciadas por los tribunales peruanos.  

Reciprocidad negativa Artículo 2103º.- Si la sentencia procede de un país en el que no se 
da cumplimiento a los fallos de los tribunales peruanos, no tiene fuerza alguna en la República. 
Están comprendidas en la disposición precedente las sentencias que proceden de países donde se 
revisan, en el fondo, los fallos de los tribunales peruanos.  

Requisitos para Execuátur Artículo 2104º. Para que las sentencias extranjeras sean 
reconocidas en la República, se requiere, además de lo previsto en los Artículos 2102º y 2103º. 1.- 
Que no resuelvan sobre asuntos de competencia peruana exclusiva. 2.- Que el tribunal extranjero 
haya sido competente para conocer el asunto, de acuerdo a sus normas de Derecho Internacional 
Privado y a los principios generales de competencia procesal internacional. 3.- Que se haya 
citado al demandado conforme a la ley del lugar del proceso; que se le haya concedido plazo 
razonable para comparecer; y que se le hayan otorgado garantías procesales para defenderse. 4.- 
Que la sentencia tenga autoridad de cosa juzgada en el concepto de las leyes del lugar del 
proceso 5.- Que no exista en el Perú juicio pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo 
objeto, iniciado con anterioridad a la interposición de la demanda que originó la sentencia. 6.- 
Que no sea incompatible con otra sentencia que reúna los requisitos de reconocimiento y 
ejecución exigidos en este título y que haya sido dictada anteriormente. 7.- Que no sea contraria 
al orden público ni a las buenas costumbres. 8.- Que se pruebe la reciprocidad.  

Sentencia extranjera en materia de quiebra Artículo 2105º.- El tribunal peruano que 
conoce del reconocimiento de una sentencia extranjera de quiebra, puede dictar las medidas 
preventivas pertinentes desde la presentación de la solicitud de reconocimiento. El 
reconocimiento en el Perú de una sentencia extranjera de quiebra debe cumplir con los requisitos 
de notificación y publicidad previstos en la ley peruana para las quiebras de carácter nacional. 
Los efectos de la quiebra decretada en el extranjero y reconocida en el Perú, se ajustarán a la ley 
peruana en lo que respecta a los bienes situados en el Perú y a los derechos de los acreedores. El 
juez procederá de acuerdo a lo establecido en la ley peruana en cuanto a la formación, 
administración y liquidación de la masa en el Perú, satisfaciendo los derechos de los acreedores 
domiciliados y las acreencias inscritas en el Perú, según la graduación señalada en la ley de 
quiebras. Si no hay acreedores domiciliados ni acreencias inscritas en el Perú, o si, después de 
satisfechos éstos conforme a los párrafos precedentes, resulta un saldo positivo en el patrimonio 
del fallido, dicho saldo será remitido al administrador de la quiebra en el extranjero, previo 
exequátur ante el juez peruano de la verificación y graduación de los créditos realizados en el 
extranjero.  

Ejecución de sentencia extranjera Artículo 2106º.- La sentencia extranjera que reúna los 
requisitos establecidos en los Artículos 2102º, 2103º, 2104º y 2105º puede ser ejecutada en el 
Perú a solicitud del interesado. 

Formalidad de la solicitud de ejecución de sentencia extranjera Artículo 2107º.- La 
solicitud a que se refiere el Artículo 2106º debe ir acompañada de copia de la sentencia íntegra, 
debidamente legalizada y traducida oficialmente al castellano, así como de los documentos que 
acrediten la concurrencia de los requisitos establecidos en este título.  

Trámite para declaración de ejecutoria de sentencia extranjera Artículo 2108º.- El trámite 
para la declaración de ejecutoria se ajusta a lo establecido en el Código de Procedimientos 
Civiles. Cumplido el trámite, la sentencia extranjera tendrá la misma fuerza ejecutoria que tienen 
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las sentencias nacionales. Las sentencias extranjeras que versen sobre asuntos no contenciosos de 
jurisdicción facultativa no requieren de exequátur.  

Valor probatorio de sentencia extranjera legalizada Artículo 2109º.- Las sentencias 
extranjeras debidamente legalizadas producen en el Perú el valor probatorio que se reconoce a 
los instrumentos públicos, no requiriendo para ese efecto del exequátur 

Valor probatorio de la sentencia extranjera Artículo 2110º.- La autoridad de cosa juzgada 
de una sentencia extranjera puede hacerse valer dentro de un juicio si cumple con los requisitos 
establecidos en este título, sin necesidad de someterla al procedimiento del exequátur.  

Aplicación supletoria Artículo 2111º. Lo dispuesto en este título rige, en cuanto sea 
aplicable, también para resoluciones extranjeras que ponen término al proceso y, especialmente, 
para las sentencias penales en lo referente a la reparación civil. Tratándose de laudos arbitrales, 
serán de aplicación exclusiva las disposiciones de la Ley General de Arbitraje."9 

Por otra parte, el Código Procesal Civil de Perú, establece: 
Artículo 837. Competencia.- El proceso que se refiere el Título IV del Libro X del Código 

Civil, se interpone ante la Sala Civil de turno de la Corte Superior en cuya competencia territorial 
tiene su domicilio la persona contra quien se pretende hacer valer. Se aplican al proceso de 
reconocimiento de laudos arbitrales extranjeros las Disposiciones Generales de esta Sección, en 
todo lo que no se oponga a la Ley General de Arbitraje.  

Artículo 838. Presunción relativa.- Se presume que existe reciprocidad respecto a la fuerza 
que se da en el extranjero a las sentencias o laudos pronunciados en el Perú. Corresponde la 
prueba negativa a quien niegue la reciprocidad. 10 

En Código General del Proceso del Uruguay se regula el asunto de la siguiente manera: 
Artículo 537. Reglas generales 
537.1 El presente capítulo se aplicará a las sentencias dictadas en país extranjero en 

materia civil, comercial, de familia, laboral y contencioso administrativa: también comprenderá 
las sentencias dictadas en tales materias por Tribunales Internacionales, cuando éstas refieran a 
personas o intereses privados. 

Así mismo, incluirá a las sentencias recaídas en materia penal en cuanto a sus efectos 
civiles. 

537.2 La naturaleza jurisdiccional de la sentencia extranjera y la materia sobre la que 
hubiere recaído, serán calificadas por los tribunales del Estado de origen del fallo y según su 
propia ley. 

Artículo 538. Efectos de las sentencias 
538.1 Las sentencias extranjeras tendrán en la República efectos imperativos, probatorios 

y fuerza ejecutoria, con arreglo a las disposiciones del presente capítulo. 
538.2 Las sentencias extranjeras deberán ser reconocidas y ejecutadas en la República, si 

correspondiere, sin que proceda su revisión sobre el fondo del asunto objeto del proceso en que se 
hubieren dictado. 

538.3 El reconocimiento es el acto o secuela de actos procesales cumplidos al simple efecto 
de establecer si la sentencia extranjera reúne los requisitos indispensables de acuerdo con las 
disposiciones del presente capítulo. 

538.4 La ejecución es el acto o secuela de actos procesales dirigidos a obtener el 
cumplimiento de las sentencias extranjeras de condena. 

Artículo 539. Eficacia de las sentencias 

                                                      
9 http://spij.minjus.gob.pe/notificacion/guias/CÓDIGO-CIVIL.pdf 
10 https://scc.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/2e6fa4004d90af10858bf5db524a342a/C%C3%B3digo+P
rocesal+Civil.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=2e6fa4004d90af10858bf5db524a342a 
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539.1 Las sentencias extranjeras tendrán eficacia en la República, si reunieren las 
siguientes condiciones: 

1) Que cumplan las formalidades externas necesarias para ser consideradas auténticas en 
el Estado de origen; 

2) Que la sentencia y la documentación anexa que fuere necesaria estén debidamente 
legalizadas de acuerdo con la legislación de la República, excepto que la sentencia fuere remitida 
por vía diplomática o consular o por intermedio de las autoridades administrativas competentes; 

3) Que se presenten debidamente traducidas, si correspondiere; 
4) Que el tribunal sentenciante tenga jurisdicción en la esfera internacional para conocer 

en el asunto, de acuerdo con su derecho, excepto que la materia fuera de jurisdicción exclusiva de 
los tribunales patrios; 

5) Que el demandado haya sido notificado o emplazado en legal forma de acuerdo con las 
normas del Estado de donde provenga el fallo; 

6) Que se haya asegurado la debida defensa de las partes; 
7) Que tengan autoridad de cosa juzgada en el Estado de donde provenga el fallo; 
8) Que no contraríen manifiestamente los principios de orden público internacional de la 

República. 
539.2 Los comprobantes indispensables para solicitar el cumplimiento de la sentencia 

extranjera son: 
1) Copia auténtica de la sentencia; 
2) Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado cumplimiento a 

los numerales 5° y 6° del ordinal precedente. 
3) Copia auténtica con certificación de que la sentencia ha pasado en autoridad de cosa 

juzgada. 
Artículo 540. Efectos imperativos y probatorios. Cuando sólo se tratare de hacer valer los 

efectos imperativos o probatorios de una sentencia extranjera, deberá presentarse la misma ante 
el tribunal pertinente y acompañar la documentación referida en el artículo 539.2. 

En este caso, el tribunal se pronunciará sobre el mérito de la sentencia extranjera, en 
relación al efecto pretendido, en la sentencia que dictare, previa comprobación, con audiencia del 
Ministerio Público, de que se han cumplido las condiciones indicadas en el artículo 539.1. 

Artículo 541. Ejecución 
541.1 Únicamente serán susceptibles de ejecución las sentencias extranjeras de condena. 
541.2 La ejecución se pedirá ante la Suprema Corte de Justicia. 
Formulada la petición, se dispondrá el emplazamiento de la parte contra quien se pida 

según lo dispuesto en la Sección II, Capítulo II, Título VI del Libro I, a la que se conferirá 
traslado por veinte días. 

Se oirá seguidamente al Fiscal de Corte y se adoptará resolución, contra la que no cabrá 
recurso alguno. 

541.3 Si se hiciere lugar a la ejecución, se remitirá la sentencia al tribunal competente 
para ello, a efectos de que proceda conforme con los trámites que correspondan a la naturaleza 
de la sentencia (Título V del Libro II). 

Artículo 542. Resoluciones en jurisdicción voluntaria. Los actos de jurisdicción voluntaria 
extranjeros, surtirán efectos en la República siempre que reúnan los requisitos establecidos en el 
artículo 539, en lo que fuere pertinente. 
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Artículo 543. Laudos arbitrales extranjeros. Lo dispuesto en este Capítulo será aplicable a 
los laudos dictados por tribunales Arbitrales extranjeros, en todo lo que fuere pertinente."11 

En Colombia el tema está regulado en el Código General del Proceso, para las sentencias y 
en el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, para los laudos extranjeros. 

En el Código General del Proceso, así: 
Artículo 605. Efectos de las sentencias extranjeras. Las sentencias y otras providencias que 

revistan tal carácter, pronunciadas por autoridades extranjeras, en procesos contenciosos o de 
jurisdicción voluntaria, tendrán en Colombia la fuerza que les concedan los tratados existentes 
con ese país, y en su defecto la que allí se reconozca a las proferidas en Colombia. 

El exequátur de laudos arbitrales proferidos en el extranjero se someterá a las normas que 
regulan la materia. 

Artículo 606. Requisitos. Para que la sentencia extranjera surta efectos en el país, deberá 
reunir los siguientes requisitos: 

1. Que no verse sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban en 
territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia se profirió. 

2. Que no se oponga a leyes u otras disposiciones colombianas de orden público, 
exceptuadas las de procedimiento. 

3. Que se encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, y se 
presente en copia debidamente legalizada. 

4. Que el asunto sobre el cual recae, no sea de competencia exclusiva de los jueces 
colombianos. 

5. Que en Colombia no exista proceso en curso ni sentencia ejecutoriada de jueces 
nacionales sobre el mismo asunto. 

6. Que si se hubiere dictado en proceso contencioso, se haya cumplido el requisito de la 
debida citación y contradicción del demandado, conforme a la ley del país de origen, lo que se 
presume por la ejecutoria. 

7. Que se cumpla el requisito del exequátur. 
Artículo 607. Trámite del exequátur. La demanda sobre exequátur de una sentencia 

extranjera, con el fin de que produzca efectos en Colombia, se presentará por el interesado a la 
Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, salvo que conforme a los tratados 
internacionales corresponda a otro juez, y ante ella deberá citarse a la parte afectada por la 
sentencia, si hubiere sido dictado en proceso contencioso. 

Cuando la sentencia o cualquier documento que se aporte no estén en castellano, se 
presentará con la copia del original su traducción en legal forma. 

Para el exequátur se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 
1. En la demanda deberán pedirse las pruebas que se consideren pertinentes. 
2. La Corte rechazará la demanda si faltare alguno de los requisitos exigidos en los 

numerales 1 a 4 del artículo precedente. 
3. De la demanda se dará traslado a la parte afectada con la sentencia y al procurador 

delegado que corresponda en razón de la naturaleza del asunto, en la forma señalada en el 
artículo 91, por el término de cinco (5) días. 

4. Vencido el traslado se decretarán las pruebas y se fijará audiencia para practicarlas, oír 
los alegatos de las partes y dictar la sentencia. 

5. Si la Corte concede el exequátur y la sentencia extranjera requiere ejecución, conocerá 
de esta el juez competente conforme a las reglas generales."12 

                                                      
11 https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp7685936.htm 



 15  
 
 

Por otra parte, la ley 1563 Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, dispone sobre 
reconocimiento y ejecución de un laudo arbitral: 

ARTÍCULO 111. RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN. Los laudos arbitrales se 
reconocerán y ejecutarán así: 

1. Un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que se haya proferido, será ejecutable 
ante la autoridad judicial competente, a solicitud de parte interesada. 

2. La parte que invoque un laudo o pida su ejecución deberá presentar el laudo original o 
copia de él. Si el laudo no estuviere redactado en idioma español, la autoridad judicial 
competente podrá solicitar a la parte que presente una traducción del laudo a este idioma. 

2. Los laudos dictados en arbitrajes internacionales cuya sede sea Colombia se 
considerarán laudos nacionales y, por ende, no estarán sujetos al procedimiento de 
reconocimiento y podrán ser ejecutados directamente sin necesidad de este, salvo cuando se haya 
renunciado al recurso de anulación, caso en el cual será necesario su reconocimiento. 

3. Para la ejecución de laudos extranjeros, esto es de aquellos proferidos por un tribunal 
arbitral cuya sede se encuentre fuera de Colombia, será necesario su reconocimiento previo por 
la autoridad judicial competente.  

ARTÍCULO 112. MOTIVOS PARA DENEGAR EL RECONOCIMIENTO. Solo se podrá 
denegar el reconocimiento de un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que se haya 
dictado, en los casos y por las causales que taxativamente se indican a continuación: 

a) A instancia de la parte contra la cual se invoca, cuando ella pruebe ante la autoridad 
judicial competente del país en que se pide el reconocimiento o la ejecución: 

i. Que para el momento del acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad; 
o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si 
nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya 
dictado el laudo; o 

ii. Que la parte contra la cual se invoca el laudo no fue debidamente notificada de la 
designación de un árbitro o de la iniciación de la actuación arbitral o no pudo, por 
cualquiera otra razón, hacer valer sus derechos; o 

iii. Que el laudo versa sobre una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o 
contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No obstante, si las 
disposiciones del laudo que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden 
separarse de las que no lo están, se podrá dar reconocimiento y ejecución a las primeras; 
o 

iv. Que la composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron al 
acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, a la ley del país donde se 
adelantó o tramitó el arbitraje; o 

v. Que el laudo no es aún obligatorio para las partes o fue anulado o suspendido por una 
autoridad judicial del país sede del arbitraje; o 

b) Cuando la autoridad judicial competente compruebe: 
i. Que, según la ley colombiana, el objeto de la controversia no era susceptible de 

arbitraje; o 
ii. Que el reconocimiento o la ejecución del laudo serían contrarios al orden público 

internacional de Colombia. 
Si se hubiere pedido la anulación o la suspensión del laudo ante una autoridad judicial del 

país sede del arbitraje, la autoridad judicial colombiana, si lo considera procedente, podrá 

                                                                                                                                                                       
12 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#607 
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aplazar su decisión sobre el reconocimiento del laudo y, a instancia de la parte que pida aquello, 
esta podrá también ordenar a la otra parte que otorgue caución apropiada.  

ARTÍCULO 113. COMPETENCIA FUNCIONAL. La decisión adoptada por la autoridad 
judicial competente en el trámite de reconocimiento de los laudos que conforme a la presente 
sección demanden del mismo se tramitará en única instancia y contra ella no procederá recurso o 
acción alguna.  

ARTÍCULO 114. NORMATIVIDAD APLICABLE AL RECONOCIMIENTO. Al 
reconocimiento del laudo arbitral se aplicarán exclusivamente las disposiciones de la presente 
sección y las contenidas en los tratados, convenciones, protocolos y demás actos de derecho 
internacional suscritos y ratificados por Colombia. En consecuencia, no serán aplicables las 
disposiciones establecidas en el Código de Procedimiento Civil sobre motivos, requisitos y 
trámites para denegar dicho reconocimiento, disposiciones que se aplicarán únicamente a las 
sentencias judiciales proferidas en el exterior.  

ARTÍCULO 115. TRÁMITE DEL RECONOCIMIENTO. La parte que pida el 
reconocimiento presentará la solicitud ante la autoridad judicial competente acompañada de los 
documentos a que se refiere el artículo 111. 

En caso de encontrar completa la documentación, la autoridad judicial competente 
admitirá la solicitud y dará traslado por diez días (10) a la otra u otras partes. 

Vencido el término del traslado y sin trámite adicional, la autoridad judicial competente 
decidirá dentro de los veinte (20) días siguientes 

ARTÍCULO 116. EJECUCIÓN. Reconocido el laudo en todo o en parte, de su ejecución 
conocerá la autoridad judicial competente. 
V.  Conclusiones preliminares 

Se desprende del contenido de la normativa interna recopilada, tres grandes conclusiones, a 
saber: 

Es común en las regulaciones internas de los Estados, la exigencia del trámite de exequátur 
o procedimiento de carácter judicial a través del cual se solicita el reconocimiento de una sentencia 
extranjera, para la eficacia de tales decisiones en el territorio de un Estado. Esto es, no existe en las 
legislaciones revisadas, la obligatoriedad automática de decisión extranjera. 

Si el reconocimiento y ejecución se pretenden un laudo arbitral extranjero, en general las 
regulaciones internas son más flexibles en el trámite de homologación, incluso se adelanta ante 
funcionarios de menor jerarquía que el trámite del exequátur, con lo cual, se constata un mejor 
grado de reconocimiento para las decisiones judiciales que provienen de particulares, que aquél 
que se otorga a las decisiones producidas por los órganos judiciales de otros estados. 

Tratándose de hacer valer solo los efectos probatorios de la sentencia extranjera, las 
legislaciones optan por flexibilizar las exigencias.  

 


